Oficio Nº 1712





	Santiago, 25 de septiembre de 1998





	Mediante oficio Nº 2.103, de 12 de agosto último, V.S. ha remitido a esta Corte copia del proyecto de ley -iniciado en Mensaje- sobre normas que persiguen adecuar el sistema legal chileno al proyecto de Código Procesal Penal y al proyecto sobre la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. (boletín Nº 2217-07), procediendo al efecto en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


	El proyecto de ley en cuestión busca acomodar ciertas normas contenidas en 47 cuerpos legales vigentes a la nueva normativa procesal penal y sobre Ministerio Público en actual trámite legislativo.


	Examinado el proyecto, no vemos en él que se introduzcan modificaciones propiamente a la organización y atribuciones de los tribunales, sino sólo la acomodación legislativa anotada y la supresión de procedimiento penales especiales para reemplazarlos por el nuevo proceso penal que se pretende implantar mediante otra reforma legal en curso, respecto de la cual esta Corte ya ha emitido su opinión preliminar. Por ello, esta Corte estima que no le corresponde en esta oportunidad emitir pronunciamiento al respecto, por tratarse de materias propias de opciones legislativas que han de quedar entregadas al debate parlamentario.


	Permítasenos sí observar el lenguaje empleado en el proyecto para distinguir a los actuales fiscales judiciales de aquellos que formarán parte del Ministerio Público creado por la ley Nº 19.519. Como ya tuvimos ocasión de señalarlo al informar el proyecto de ley orgánica sobre el Ministerio Público, no estimamos conveniente que se empleen los términos “ministerio público judicial con competencia en lo civil” para referirse a los actuales “fiscales judiciales”, que deben denominarse de esta manera, como lo hace la citada ley, para diferenciarlos de los nuevos fiscales que conformarán el Ministerio Público por dicha ley creado. En las enmiendas que se propone introducir al Código de Procedimiento Civil por el proyecto en informe, se usa aquel lenguaje, que a nuestro parecer debería cambiarse para evitar confusiones.





	Saluda atte. a V.S.





	(Fdo.). ROBERTO DÁVILA DÍAZ, Presidente Corte Suprema; CARLOS MENESES PIZARRO, Secretario.





AL SEÑOR PRESIDENTE


DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS


PRESENTE


